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Esta Comisión ajustará su actuación a las disposiciones contenidas en 
el capítulo II del título II de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régi-
men Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común.

Novena.–Entrada en vigor y plazo de vigencia. El presente Conve-
nio, de conformidad con lo establecido en el artículo 66 del Real 
Decreto 417/2006, entrará en vigor el día de su firma, extendiéndose su 
vigencia inicial hasta el 31 de diciembre de 2007 y prorrogándose tácita-
mente por sucesivos períodos anuales, mientras no sea denunciado.

El cumplimiento de los objetivos contractuales establecidos en el pre-
sente convenio podrá suspenderse, de mutuo acuerdo, por un periodo no 
superior a tres meses.

El transcurso de este plazo sin que se produzca su funcionamiento 
causará anulación automática del mismo.

El convenio podrá suspenderse, según lo establecido en el artículo 66 
antes mencionado, de mutuo acuerdo y por un plazo no superior a un año 
cuando concurran circunstancias técnicas, presupuestarias o de cual-
quier otra índole que así lo justifiquen.

La denuncia del Convenio, según establece el artículo 67 del Real 
Decreto 417/2006, podrá formularse por cualquiera de las partes, previa 
comunicación a la otra con una antelación mínima de un mes, transcu-
rrido el cual se producirá la extinción de la relación convencional. No 
obstante, en el supuesto de que la otra parte manifestara su oposición a la 
denuncia, se abrirá un periodo de consultas durante veinte días naturales 
en el que la comisión mixta de vigilancia y control procurará el acuerdo 
entre las partes. De no producirse este acuerdo, quedará extinguido el 
convenio una vez transcurrido el periodo de consultas.

En caso de producirse la extinción anticipada del Convenio, los expe-
dientes en tramitación serán resueltos por la Diputación, salvo que la 
Gerencia estime conveniente hacerse cargo de todos los expedientes con 
independencia del estado de tramitación en que se encuentren.

Cláusula adicional.–Con carácter complementario a las obligaciones 
estableci das en el presente Convenio, el Ayunta miento se compromete a 
entregar a la Gerencia, a efectos estadísticos, los datos resultantes de la 
gestión tributaria del Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondientes 
a su término municipal y los establecidos en el artículo 69 del Real 
Decreto 417/2006.

Y en prueba de conformidad, suscriben el presente Convenio en dupli-
cado ejemplar en el lugar y fecha anterior mente indicados.–El Delegado 
de Economía y Hacienda, Ricardo Izarra Fernández.–El Alcalde-Presi-
dente del Excelentísimo Ayuntamiento de Palos de la Frontera, Carmelo 
Romero Hernández. 

 9760 RESOLUCIÓN de 27 de abril de 2007, de la Dirección 
General de Seguros y Fondos de Pensiones, por la que se 
inscribe el cambio de denominación de Prosperity Mil, 
Fondo de Pensiones.

Por Resolución de 16 de septiembre de 2002 se procedió a la inscrip-
ción de Prosperity Mil, Fondo de Pensiones (F0925) en el Registro admi-
nistrativo especial de fondos de pensiones establecido en el artículo 96 
del Reglamento de planes y fondos de pensiones, aprobado por Real 
Decreto 304/2004, de 20 de febrero.

El Promotor, con fecha 16 de octubre de 2006 acordó modificar la 
denominación del citado Fondo, por la de Fondfiatc 10 Empresa, Fondo 
de Pensiones, constando dicho acuerdo en escritura pública debidamente 
inscrita en el Registro Mercantil.

En aplicación de lo previsto en la vigente legislación de planes y fon-
dos de pensiones y conforme al artículo 60 del Reglamento de planes y 
fondos de pensiones, aprobado por R. D. 304/2004, de 20 de febrero, esta 
Dirección General acuerda inscribir la nueva denominación en el Registro 
administrativo especial de fondos de pensiones, ordenando su publica-
ción en el Boletín Oficial del Estado.

Contra la presente resolución, que no agota la vía administrativa, 
podrá interponerse recurso de alzada ante el Sr. Secretario de Estado de 
Economía, en el plazo de un mes, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 114 y 115 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común.

Madrid, 27 de abril de 2007.–El Director General de Seguros y Fondos 
de Pensiones, Ricardo Lozano Aragüés. 

 9761 RESOLUCIÓN de 25 de abril de 2007, del Departamento 
de Recursos Humanos y Administración Económica de la 
Agencia Estatal de Administración Tributaria, por la que 
se emplaza a los interesados en el recurso contencioso-
administrativo n.º 135/07-C, procedimiento abreviado, 
interpuesto ante el Juzgado Central de lo Contencioso 
Administrativo n.º 2, de Madrid.

Ante el Juzgado Central de lo Contencioso Administrativo número 2 
de Madrid ha sido interpuesto por Andrés Gomar Benítez un recurso con-
tencioso-administrativo contra la Resolución de 28 de junio de 2006 (BOE 
de 14 de julio de 2006) de la Presidencia de la Agencia Estatal de Adminis-
tración Tributaria, por la que se convoca concurso 2006 A 03 para la pro-
visión de puestos de trabajo.

En consecuencia, a tenor de lo dispuesto en el artículo 49 de la Ley 
reguladora de la jurisdicción Contencioso-Administrativa, se emplaza a 
aquellas personas a cuyo favor hubieren derivado o derivasen derechos 
de la resolución impugnada y a quienes tuvieran interés en el manteni-
miento de la misma, para que si así lo desean, en defensa de sus derechos, 
puedan comparecer y personarse en los autos en el referido Juzgado en el 
plazo de los nueve días siguientes al de publicación de la presente Reso-
lución.

Madrid, 25 de abril de 2007.–La Directora del Departamento de Recur-
sos Humanos y Administración Económica de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, Sara Ugarte Alonso-Vega. 

MINISTERIO DE MEDIO AMBIENTE
 9762 ORDEN MAM/1298/2007, de 30 de abril, por la que se esta-

blecen las bases reguladoras para la concesión de ayudas a 
entidades y organizaciones no gubernamentales para la 
realización de actividades privadas relacionadas con los 
principios inspiradores de la Ley 4/1989, de 27 de marzo, de 
conservación de los espacios naturales y de la fauna y flora 
silvestres, y con las finalidades de la Ley 43/2003, de 21 de 
noviembre, de Montes.

La Ley 4/1989, de 27 de marzo, de Conservación de los Espacios Natu-
rales y de la Fauna y Flora Silvestres, establece en su disposición adicio-
nal sexta la posibilidad de conceder ayudas estatales a las actividades 
privadas que contribuyan al cumplimiento de sus finalidades. La citada 
ley estableció en su art. 2.4, que las administraciones competentes promo-
verán la realización de proyectos educativos y científicos con participa-
ción activa de la sociedad civil en las tareas relacionadas con la conserva-
ción de la naturaleza, empleando para ello, entre otros medios, la 
concesión de ayudas estatales para financiar actividades privadas en 
orden a fomentar, entre otros objetivos, el conocimiento de la naturaleza 
y la necesidad de su conservación.

Asimismo, la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, establece en 
su artículo 60 la posibilidad de conceder ayudas estatales a las activida-
des privadas que contribuyan al cumplimiento de las finalidades de esta 
ley. En efecto, en el citado artículo se dispone que las administraciones 
públicas promoverán activamente las entidades existentes o de nueva 
creación, que tengan por objeto la realización de actividades relacionadas 
con las materias forestales y, en particular, las relativas a la gestión soste-
nible y multifuncional de los montes, y que puedan colaborar con la admi-
nistración en el ejercicio de sus competencias.

La Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, Reguladora del Derecho de 
Asociación, reconoce a las asociaciones sin ánimo de lucro un papel esen-
cial como vehículo canalizador de esa participación, desarrollando el 
mandato constitucional que impone a los poderes públicos la obligación 
de fomentar la participación efectiva de los ciudadanos en todos los asun-
tos que les conciernan. Para lograr ese objetivo en el ámbito asociativo, 
su artículo 31 dispone que las asociaciones que persiguen objetivos de 
interés general puedan disfrutar, en los términos y con el alcance que se 
establezca por el Ministerio o Ministerios competentes, de ayudas o sub-
venciones atendiendo a actividades asociativas concretas.

La Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, dispone 
en su artículo 17 la necesidad de establecer las oportunas bases regulado-
ras de la concesión de ayudas, que han de regir en la orden ministerial en 
la que se establezca la convocatoria de las subvenciones para un determi-
nado ejercicio.


